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3. ¿Cuál es la jurisdicción competente en materia de contratos administrativos? 
 
a. Depende del contrato. 
b. La contencioso-administrativa. X 
c. La civil. 
 
4. ¿Cómo se extinguen los contratos administrativos? 
 
a. Por cumplimiento o por resolución. X 
b. Por el transcurso del tiempo. 
c. Nunca se extinguen. 
 
9. ¿Cuándo se produce el silencio administrativo? 
 
a. Se produce cuando la Administración no resuelve un procedimiento en el plazo 
establecido para ello. X 
b. Se produce cuando la Administración dicta una resolución que no da respuesta a 
todas las peticiones del ciudadano. 
c. Se produce a los dos meses de presentada una solicitud. 
 
10. ¿Cuándo tienen efecto retroactivo las disposiciones sancionadoras? 
 
a. Nunca. 
b. Siempre. 
c. Sólo cuando favorezcan al presunto infractor. X 
 
20. ¿A qué órgano corresponde el control interno de la gestión financiera del 
Parlamento? 
 
a. Al Presidente. 
b. A la Intervención. X 
c. Al Letrado Secretario General. 
 
23. ¿Qué situación administrativa le corresponde a un funcionario del Parlamento que 
acceda a un cargo político o de confianza en las Administraciones Públicas? 
 
a. Servicio activo. 
b. Excedencia forzosa. 
c. Servicios especiales. X 
 
25. La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se estructura en: 
 
a. Un Título Preliminar y Diez Títulos. X 
b. Un Título Preliminar y Nueve Títulos. 
c. Once Títulos. 
 
27. La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, no resulta de aplicación: 
 



 2

a. A la Administración General del Estado. 
b. A las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
c. A las empresas públicas. X 
 
28. El Reglamento es: 
 
a. Una disposición legal de carácter general. 
b. Una disposición administrativa de carácter general. X 
c. Una disposición administrativa de carácter particular. 
 
30. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación 
administrativa: 
 
a. Sin más trámites se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento.  
b. Se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de 
notificación y se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento. X 
c. Se publicará en el Boletín Oficial correspondiente y en el tablón de anuncios del 
último domicilio conocido del destinatario. 
 
32. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para 
ellas: 
 
a. Sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del 
término o plazo. X 
b. Serán anulables en todo caso. 
c. Serán nulas de pleno derecho cuando así lo imponga la naturaleza del término o 
plazo. 
 
41. Son medios de ejecución forzosa: 
 
a. El apremio sobre el patrimonio, la ejecución subsidiaria y la multa coercitiva. 
b. El apremio sobre el patrimonio, la ejecución subsidiaria, la multa coercitiva y la 
compulsión sobre las personas. X 
c. El apremio sobre el patrimonio y la ejecución subsidiaria. 
 
44. Se producirá la caducidad del procedimiento de declaración de lesividad: 
 
a. Transcurrido el plazo de seis meses desde su iniciación sin que se hubiera declarado 
la lesividad. X 
b. Transcurrido el plazo de tres meses desde su iniciación sin que se hubiera declarado 
la lesividad. 
c. Transcurrido el plazo de nueve meses desde su iniciación sin que se hubiera 
declarado la lesividad. 
 
45. Las resoluciones de los recursos de alzada: 
 
a. Ponen fin a la vía administrativa. X 
b. Son susceptibles de recurso potestativo de reposición. 
c. No ponen fin a la vía administrativa.  
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48. Cabe recurso de reposición: 
 
a. Potestativamente, frente a los actos administrativos que no pongan fin a la vía 
administrativa. 
b. Potestativamente, frente a los actos administrativos que pongan fin a la vía 
administrativa. X 
c. Preceptivamente, frente a los actos administrativos que pongan fin a la vía 
administrativa. 
 
49. El plazo para interponer el recurso de reposición, en caso de un acto expreso, es de: 
 
a. Un mes. X 
b. Tres meses. 
c. Seis meses. 
 
51. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común, las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que las 
establezcan. Si éstas no fijan plazos de prescripción, las infracciones prescribirán: 
 
a. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 
las leves a los seis meses. X 
b. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 
las leves al año. 
c. Las infracciones muy graves prescribirán a los dos años, las graves al año y las leves 
a los seis meses. 
 
52. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común, las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que las 
establezcan. Si éstas no fijan plazos de prescripción, las sanciones prescribirán:  
 
a. Las muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos 
años y las impuestas por faltas leves al año. X 
b. Las muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos 
años y las impuestas por faltas leves a los seis meses.  
c. Las muy graves prescribirán a los dos años, las impuestas por faltas graves al año y 
las impuestas por faltas leves a los seis meses. 
 
54. Los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión 
patrimonial sujetos al derecho público adoptados por los órganos competentes del 
Parlamento serán controlados: 
 
a. Por el propio Parlamento. 
b. Por la jurisdicción civil. 
c. Por la jurisdicción contencioso-administrativa. X 
 
55. Según el art. 9 del Estatuto Básico del Empleado Público, son funcionarios públicos: 
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a. Quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración 
Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el 
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente. X 
b. Quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración 
Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Laboral para el desempeño 
de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.  
c. Quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración 
Pública por una relación estatutaria regulada, bien por el Derecho Administrativo, bien 
por el Derecho Laboral, para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de 
carácter permanente. 
 
56. Según el art. 12 del Estatuto Básico del Empleado Público, es personal eventual: 
 
a. El que, en virtud de nombramiento y con carácter permanente, sólo realiza funciones 
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial.  
b. El que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza 
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial. X 
c. El que, en virtud de libre designación y con carácter no permanente, sólo realiza 
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial. 
 
58. La provisión de un puesto por el procedimiento de libre designación es: 
 
a. Una competencia reglada. 
b. Una potestad reglada. 
c. Una potestad discrecional. X 
 
62. La carencia o insuficiencia de crédito en la celebración de un contrato: 
 
a. En todo caso es causa de nulidad de pleno derecho. 
b. Es causa de anulabilidad. 
c. Es causa de nulidad de pleno derecho salvo en los supuestos de contratos de 
emergencia. X 
 
67. Con carácter general, la revisión de precios en los contratos de las Administraciones 
Públicas podrá efectuarse cuando hubiese transcurrido:  
 
a. Seis meses desde su formalización. 
b. Un año desde su formalización. X 
c. Dos años desde su formalización. 
 
68. Indique cuál de los siguientes no es un tipo de contrato del sector público:  
 
a. Contratos de obras. 
b. Contratos de gestión de servicios públicos.  
c. Contratos de prácticas. X 
 
69. Los órganos de contratación del Parlamento de Cantabria son:  
 
a. La Mesa, el Presidente y el Letrado Secretario General. X 
b. La Mesa, el Presidente y el Interventor. 
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c. La Mesa, el Interventor y el Letrado Secretario General. 
 
71. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones 
Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
de los servicios públicos:  
 
a. En todo caso. 
b. Salvo en los casos de caso fortuito. 
c. Salvo en los casos de fuerza mayor. X 
 
72. Según la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, los procedimientos 
administrativos se iniciarán: 
 
a. De oficio o a solicitud de persona interesada. X 
b. Siempre de oficio. 
c. A instancia de parte, en todo caso. 
 
75. Contra los actos firmes en vía administrativa cabe el siguiente recurso:  
 
a. Alzada.  
b. Extraordinario de revisión. X 
c. Reclamación previa a la vía judicial laboral. 
 
77. Forma parte del orden jurisdiccional contencioso-administrativo:  
 
a. Los Juzgados de lo Contencioso - Administrativo. X 
b. El Juzgado Central de la Audiencia Nacional. 
c. Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia. 
 
81. Conforme al Reglamento de Gobierno y Régimen Interior del Parlamento de 
Cantabria, la creación, modificación y supresión de las dependencias y servicios de la 
Cámara, es competencia de:   
 
a. La Mesa del Parlamento. X 
b. El Presidente del Parlamento.  
c. El Letrado Secretario General.  
 
82. Conforme al Reglamento de Gobierno y Régimen Interior del Parlamento de 
Cantabria, la competencia para la autorización del compromiso de gasto plurianual 
corresponde a: 
 
a. El Presidente del Parlamento.  
b. La Mesa del Parlamento de Cantabria, a propuesta del Letrado-Secretario General. X  
c. El Interventor General. 
 
84. Indique si resulta de aplicación el Estatuto Básico del Empleado Público al personal 
funcionario de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas:  
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a. En ningún caso. 
b. En todo caso.  
c. Sólo directamente cuando así lo disponga su legislación específica. X 
 
98. Contra una disposición administrativa de carácter general: 
 
a. Se puede interponer recurso de alzada dentro del mes siguiente a su publicación. 
b. No cabe la interposición de un recurso de alzada pero sí de un recurso extraordinario 
de revisión. 
c. No cabe recurso en vía administrativa. X 
 
101. Diga cuál de los siguientes vicios de un acto administrativo no es necesariamente 
un vicio de nulidad de los previstos en el artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común: 
 
a. El lesionar derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional. 
b. El ser dictado por un órgano incompetente. X 
c. El tener un contenido imposible. 
 
104. Contra la resolución expresa por la que se desestima una reclamación de 
responsabilidad patrimonial: 
 
a. Cabe recurso de alzada que habrá de interponerse dentro del plazo de un mes desde su 
notificación.  
b. No cabe recurso alguno, pues pone fin a la vía administrativa. 
c. Cabe interponer recurso potestativo de reposición, ante el mismo órgano que lo 
hubiese dictado. X 
 
110. Conforme al artículo 59 del Estatuto Básico del Empleado Público, en las ofertas 
de empleo público se reservará, para ser cubiertas por personas con discapacidad, un 
cupo de las plazas no inferior al: 
 
a. Cinco por ciento. 
b. Tres por ciento. 
c. Siete por ciento. X 
 
112. Conforme con el artículo 36 del Reglamento de Gobierno y Régimen Interior del 
Parlamento, las subvenciones con asignación nominativa: 
 
a. No estarán sometidas a fiscalización previa. X 
b. Serán remitidas por el Jefe del Servicio de Administración, Personal y Asuntos 
Generales a la Intervención de la Cámara para su fiscalización.  
c. Habrán de ser aprobadas por la Mesa del Parlamento. 
 
114. ¿Cuál de las siguientes competencias puede ser objeto de delegación? 
 
a. La adopción de disposiciones de carácter general. 
b. La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos 
objeto de recurso. 
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c. La firma de resoluciones o actos administrativos. X 
 
115. ¿Qué recurso puede interponerse contra un acuerdo de avocación de un asunto? 
a. Alzada. 
b. Reposición. 
c. No cabe recurso. X 
 
117. ¿Cuándo es obligatoria la comparecencia de los ciudadanos ante las oficinas 
públicas? 
 
a. Siempre que se le cite. 
b. Cuando esté previsto en una norma con rango de ley. X 
c. En ningún caso. 
 
119. ¿En qué casos gozan de validez y eficacia las copias de documentos públicos? 
 
a. Siempre que exista constancia de que sean auténticas. X 
b. Sólo cuando se haya perdido el original. 
c. En cualquier caso. 
 
124. La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, ha sido objeto 
de distintas reformas. Una de las más importantes fue la operada por: 
 
a. La Ley 4/1999, de 13 de enero. X 
b. La Ley 42/1999, de 13 de febrero. 
c. La Ley 4/1997, de 13 de enero. 
 
129. De acuerdo con el art. 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
es un derecho de los ciudadanos: 
 
a. Utilizar las lenguas oficiales en cualquier parte del territorio español. 
b. Poder solicitar responsabilidad penal al personal al servicio de las Administraciones 
Públicas. 
c. Conocer, en cualquier momento, el estado de tramitación de los procedimientos en 
los que tengan la condición de interesados, y obtener copias de documentos contenidos 
en ellos. X 
 
134. De acuerdo con el art. 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
son actos nulos de pleno derecho: 
 
a. Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente 
establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la 
voluntad de los órganos colegiados. X 
b. Los actos expresos o presuntos que incurran en cualquier infracción del  
ordenamiento jurídico. 
c. En  todo caso, aquellos que incurran en desviación de poder. 
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145. El principio de legalidad significa que: 
 
a. No cabe que, bajo ningún concepto, los Reglamentos definan infracciones y 
sanciones. 
b. No cabe que, bajo ningún concepto, los Reglamentos definan infracciones y 
sanciones aunque sigan vigentes los fijados por Reglamentos preconstitucionales. X 
c. No cabe que, bajo ningún concepto, los Reglamentos ni las Leyes definan 
infracciones y sanciones. 
 
147. En el Parlamento de Cantabria, la aprobación de un pliego de condiciones para la 
celebración de un contrato de doce mil euros de cuantía, excluido el IVA, le 
corresponde a: 
 
a. El Presidente del Parlamento. X 
b. El Letrado-Secretario General.  
c. La Mesa. 
 
148. En el Parlamento de Cantabria, la aprobación de un pliego de condiciones para la 
celebración de un contrato de tres mil euros de cuantía, excluido el IVA, le corresponde 
a: 
 
a. El Presidente del Parlamento. 
b. El Letrado-Secretario General. X 
c. La Mesa. 
 
151. Un contrato de arrendamiento de obras será menor cuando: 
 
a. Sea inferior a dieciocho mil euros. X 
b. Sea inferior a cincuenta mil euros. 
c. Sea inferior a cien mil euros. 
 
152. Un contrato de suministros será menor cuando: 
 
a. Sea inferior a dieciocho mil euros. X 
b. Sea inferior a cincuenta mil euros. 
c. Sea inferior a cien mil euros. 
 


